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Nayib Bukele visitará la Argentina a finales de septiembre y se reunirá con Javier 

Milei 

INFOBAE, 12 de septiembre de 2024      

 

Javier Milei volverá a reunirse con el presidente de El Salvador, Nayib Bukele. Será a 

finales de este mes, cuando el mandatario latinoamericano llegue a la Argentina en 

medio de una gira. Según se informó de manera oficial, Bukele arribará al país el 29 

de septiembre y estará tres días en el país. 

Milei visitó a su par salvadoreño cuando juró y asumió un nuevo periodo como 

presidente. En aquel momento, el argentino viajó a El Salvador acompañado por la 

secretaria General de la Presidencia, Karina Milei, y estuvo sentado en primera fila 

tras ser recibido con alfombra roja en el aeropuerto internacional San Óscar Arnulfo 

Romero y Galdámez. 

Luego, ambos concretaron su primera reunión a solas. “Estimado presidente”, saludó 

Milei a Bukele con un abrazo a quien, además, le expresó el placer de conocerlo en 

persona. Inmediatamente, el mandatario argentino le preguntó: “¿Cómo es esto de 

ser reelecto?”. “Es necesario porque cuando uno emprende reformas no alcanza el 

tiempo. Cuando se empiezan a ver los frutos se termina el mandato y se necesita 

poder administrar los frutos”, respondió el salvadoreño. 

El presidente salvadoreño, de 42 años, arrasó en las elecciones del pasado 4 de 

febrero de este año al obtener el 84,6% de los votos, lo que se interpretó como un 

apoyo masivo a su política de represión del crimen organizado, con la captura de más 

de 76.000 personas acusadas de pertenecer o colaborar con bandas. Gracias a su 

alta popularidad, el líder de Nuevas Ideas se convirtió en el primer presidente en ser 

reelegido en El Salvador desde que el país entró en democracia, a pesar de la 

prohibición constitucional de la reelección inmediata. 

Ya son varios los guiños entre Milei y Bukele. Además de la visita oficial, una 

delegación argentina, encabezada por la ministra de Seguridad, Patricia Bullrich, viajó 

a El Salvador para concretar un convenio para combatir el crimen transnacional. 

En aquella oportunidad, Bullrich viajó acompañada por el legislador porteño del PRO 

Juan Pablo Arenaza, hombre de su máxima confianza, y los funcionarios del Ministerio 

de Seguridad Alberto Föhrig, responsable del Área de Cooperación Internacional, 

Ricardo Ferrer Picado, director Nacional de Inteligencia Criminal, y Julián Curi, titular 

del Servicio Penitenciario Federal. 

Durante su estadía, la funcionaria nacional tuvo su propia reunión con Bukele, donde 

conversaron sobre asuntos de seguridad y política. En cuanto al convenio suscripto, 

se trató de un acuerdo que busca desarrollar un trabajo interestatal para la prevención 

y la lucha contra la delincuencia organizada transnacional en todas sus formas. 

“Uno escuchaba de El Salvador nada más que muerte, destrucción y lo que eran las 

Maras. El dominio territorial que tenían y la manera en que tenían al país bajo su yugo”, 

expresó la ministra de Seguridad de Argentina en un video desde el despacho de 

Bukele en ese viaje. Y continuó: “Desde que Bukele está como presidente, esto ha 

cambiado de una manera impresionante. De ser uno de los países más inseguros del 



mundo a ser uno de los más seguros. Eso se logra con cambios legislativos y llevar a 

las fuerzas de seguridad y a las fuerzas armadas al lugar en el que tienen que estar, 

y con voluntad política. Felicitaciones Bukele por haberle devuelto la paz a las familias 

salvadoreñas”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
  



México encabeza la lista de los países con más periodistas desaparecidos del 

mundo 

EL PAÍS, 3 de enero de 2025     

Micaela Varela 

 

México sigue encabezando las listas internacionales como el lugar más peligroso para 

ser periodista. El balance de la organización Reporteros Sin Fronteras de 2024 sitúa 

al país en la cabeza de naciones donde desaparecen más profesionales de la prensa, 

con 30 casos contados. También ocupa el tercer lugar con más periodistas asesinados 

del mundo, solo por detrás de Palestina y Pakistán. El informe destaca los fallos en 

los mecanismos estatales de protección para los reporteros, ya que pese a tener 650 

profesionales beneficiarios del programa, el sistema no impidió que asesinaran a un 

periodista dentro del coche policial que lo escoltaba. 

En todo el mundo fueron asesinados 54 periodistas a lo largo del año pasado, 16 de 

ellos en Palestina, siete en Pakistán y cinco en México. En este último caso, los grupos 

armados no identificados fueron los principales responsables de las muertes. Estos 

datos muestran una disminución de los homicidios de reporteros en el país, que en 

2022 llegó a un pico de violencia contra la prensa con 17 profesionales asesinados, 

12 de ellos directamente por su trabajo, según la asociación Artículo 19. 

El pasado año, marcado por la cobertura electoral, murieron varios profesionales que 

se encontraban informando. Uno de ellos incluso perdió la vida pocos minutos 

después de terminar de retransmitir en directo.(…) 

En materia de desapariciones, ningún país tiene las cifras más altas. “Cerca de un 

centenar de periodistas están desaparecidos en todo el mundo, más del 25% de ellos 

en los últimos diez años. México destaca tristemente como el país más peligroso, ya 

que concentra más del 30% de los casos”, reza el documento. Se cataloga como 

periodista desaparecido a aquellos casos que carezcan de elementos suficientes para 

determinar si ha sido víctima de un homicidio o un secuestro, y ninguna reivindicación 

creíble ha sido hecha pública. En total hay 95 periodistas desaparecidos 

internacionalmente, 39 de ellos en América Latina. México cuenta con 30 casos. Entre 

ellos está el del periodista Jaime Barrera Rodríguez, a quien se le perdió el rastro el 

pasado marzo en Guadalajara al salir de la radio donde trabajaba. 

 

En la clasificación de la organización se destaca el lugar histórico de México como 

uno de los peores lugares para informar. “Año tras año, México se mantiene como uno 

de los países más peligrosos y mortíferos del mundo para los periodistas. El 

presidente Andrés Manuel López Obrador, en el poder desde 2018, no ha emprendido 

las reformas y acciones necesarias para frenar la espiral de violencia contra la prensa”, 

indican. También inciden en la dificultad de los medios pequeños para abrirse paso 

en el territorio, lo que propicia la aparición de periodistas independientes, más 

vulnerables a ataques violentos. 

Culiacán está ahora mismo en el foco de los ataques a la prensa en el país. Con la 

ola de violencia desatada por la pugna interna entre las facciones del Cartel de 

Sinaloa, los periodistas están en la primera trinchera de una guerra que no da tregua 



y de la que es cada vez más difícil informar por el riesgo que supone. El 17 de octubre, 

la sede del periódico local El Debate fue víctima de una balacera perpetuada desde 

un coche. Apenas unos días después, un repartidor de ese mismo medio que llevaba 

las ediciones impresas del periódico en su motocicleta fue perseguido, agredido y 

secuestrado por criminales armados. 

 

 

 

  



 

Iraníes en Venezuela: derrame de petróleo, mayor influencia y presencia para 

apoyar a Maduro 

INFOBAE, 7 de enero de 2025     

 

Noviembre de 2024. Las alarmas suenan en Caracas. No es un escándalo 

internacional por torturas, o por la detención de un dirigente político opositor o por las 

actas electorales que nunca aparecieron. Esas alarmas ya adormecieron la vergüenza 

de todos los jerarcas del régimen de Nicolás Maduro. 

De acuerdo a información recolectada por Infobae, el incidente -una pérdida 

significativa en uno de sus tanques- se intentó mantener en absoluto secreto hacia 

mediados de mes. En un principio se requirió -para conseguir responder rápidamente 

a la fuga- de expertos iraníes que ya operaban en la planta. 

Este tipo de vertidos de hidrocarburos no son nuevos, pese a las crecientes alertas de 

seguridad que se multiplican. Entre julio y septiembre de 2024 -de acuerdo a la ONG 

Clima 21- ocurrieron 25 derrames en cinco estados diferentes. Diez de ellos 

sucedieron en Falcón. 

Esta organización, dedicada a monitorear las violaciones al medioambiente en 

Venezuela, indicó que pese a las advertencias el régimen no tomó acciones de ningún 

tipo para controlar estos desastres que afectan la economía local y el ecosistema. 

Las quejas ambientales y de pescadores se vienen sucediendo sin respuestas por 

parte de las autoridades locales o nacionales. (…) 

En este enredo ambiental surge un nombre muy conocido. Es el de Alex Nain Saab, 

el empresario colombiano y testaferro de Nicolás Maduro, a quien se nombró Ministro 

de Industrias y Producción Nacional. Algunos desconfiados en Caracas dicen que su 

ascenso ministerial no responde a la gratitud de su silencio en Florida, Estados 

Unidos, sino -por el contrario- a intentar mantenerlo cerca. Creen que además de ser 

colombiano y venezolano, podría tener algún otro beneficio consular. 

Este “empresario, político y diplomático” tiene aceitados vínculos con Irán. Dedicó 

muchas horas de vuelo a ese destino. 

Saab cobró notoriedad para el gran público cuando fue detenido en junio de 2020 en 

Cabo Verde, una isla frente a Senegal, África, en el Océano Atlántico. Ese día, pensó 

que su escala en ese archipiélago no duraría más de unas pocas horas, y luego podría 

seguir vuelo a Teherán, su destino final. 

Un largo año después, en octubre de 2021, fue extraditado a Estados Unidos, tras una 

ardua batalla legal que llegó al máximo tribunal de la isla. Se lo acusaba, entre otras 

cosas, de lavado de dinero y de ser uno de los testaferros de Maduro, con quien hizo 

innumerables negociados. 

En Florida se lo vio desmejorado, desalineado. Su aspecto llamó la atención de 

propios y extraños. Mucho más impacto generó su vestimenta al momento de 

presentarse ante el experimentado juez John J. O’Sullivan, en Miami: un mameluco 

naranja que no dejaba dudas sobre su situación procesal. 

A su mujer e hijos no se les permitió salir de Venezuela. Con eso tenía la seguridad y 

garantía de que no pisarían Miami para visitarlo y tentarse con una estadía más 



prolongada de lo que se esperaba. A Saab lo aislaba la justicia norteamericana, pero 

también el régimen que decía defenderlo. 

Finalmente, Caracas encontró la forma de recuperar a Saab. Propuso a Washington 

un canje de prisioneros: el testaferro de Maduro por diez ciudadanos norteamericanos 

secuestrados en la capital venezolana desde hacía años. El régimen -por medio de 

Diosdado Cabello- confirmó este lunes que tiene más de 120 extranjeros bajo 

cautiverio. Una táctica de coacción diplomática. 

Otro encumbrado chavista que sabe lo ocurrido en Amuay es un personaje que intenta 

ocultar con el deporte su pasión por los negocios y el crudo. Se trata de Jorge Giménez 

Ochoa, actual presidente de la Federación Venezolana de Fútbol. Es el hombre que 

reniega cada vez que juega la Vinotinto: tiene que ordenar retirar los carteles de los 

fans contra Maduro y su dictadura. 

Su nombre resuena, por estos días, no sólo en Caracas, sino también en Madrid, 

España. Otro con doble nacionalidad. Es que Giménez Ochoa tuvo vinculación en el 

“caso Koldo”, un entramado de corrupción con insumos médicos que sacude la política 

española. 

(…) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Multitudinaria marcha LGBTIQ+ en Buenos Aires contra Milei: "Engendro del 

mal" 

EL MUNDO, 2 de febrero de 2025     

Sebastián Fest 

El presidente argentino, Javier Milei, recibió este sábado el rechazo de decenas de 

miles de manifestantes en Buenos AIres y otras ciudades de Argentina y el mundo por 

sus palabras en el Foro Económico Mundial de Davos, cuando vinculó la 

homosexualidad a la pedofilia. 

"Engendro del mal", decía el cartel de un manifestante, que llevaba un muñeco con el 

rostro de Milei en el que se observaban manchas de sangre. "Make Argentina Gay 

Again (Hagamos Argentina nuevamente gay)", rezaba otra pancarta con tono más 

festivo, reversionando el lema del presidente estadounidense, Donald Trump. 

La "Marcha federal antifascista y antirracista" se reprodujo en muchas otras ciudades 

de Argentina y en una veintena de ciudades de todo el mundo, entre ellas Madrid, 

Barcelona y Granada. Nueva York, Ámsterdam, Berlín, Ciudad de México, Roma, 

París y Londres, entre otras ciudades, fueron escenario también de manifestaciones 

anti-Milei. Según el gobierno de Buenos Aires, la marcha en la capital argentina 

convocó a 80.000 personas. 

Asistentes a la marcha destacaron a EL MUNDO el carácter abierto, ya que la 

convocatoria fue a toda la sociedad y no exclusivamente a los grupos LGBTIQ+ que 

tradicionalmente marchan a principios de noviembre para celebrar el Orgullo: "Esta 

fue, además, una marcha diferente, muchos más seria y breve, mucho menos festiva". 

Pese a ello, durante la marcha sonaron Lady Gaga, Queen, Maxi Trusso y Lali 

Espósito, que junto a otra cantante, María Becerra, saludó a los manifestantes desde 

un edificio contiguo. Espósito fue una de las primeras figuras de la cultura apuntadas 

por Milei, que la rebautizó "Lali Depósito", aludiendo a sus contratos de actuación con 

el Estado durante los años del kirchnerismo. 

Según destacó La Nación, varios de los asistentes llevaban camisetas con el nombre 

de Espósito o "recordaban su tweet cuando ganó Milei: 'Qué peligroso, qué triste'". 

Uno de los cánticos más escuchados era "Milei, basura, vos sos la dictadura". "Soy 

heterosexual, pero me uno contra los agravios que tuvo Milei en Davos", dijo a Clarín 

una manifestante, Agustina López. 

"No solamente me da vergüenza como presidente, sino como ser humano, y lo que 

más miedo me da no son los agravios que él hizo, sino lo que representa el discurso 

de violencia y de odio que habilita a gente que por ahí está entre nosotros a promulgar 

esa violencia". 

Milei ha dedicado particular atención y agresividad hacia la comunidad LGBTIQ+. El 

año pasado ironizó con que las prisiones eran un "paraíso progre", porque allí nadie 

trabaja y hay "mucho sexo gay". Pero en Davos fue mucho más allá, con un discurso 

en el que combinó hechos puntuales, afirmaciones temerarias, muchas falsedades y 

datos inexistentes. 

"Desde estos foros se promueve la agenda LGBT, queriendo imponernos que las 

mujeres son hombres y los hombres son mujeres sólo si así se autoperciben y nada 

dicen de cuando un hombre se disfraza de mujer y mata a su rival en un ring de boxeo 



o cuando un preso alega ser mujer y termina violando a cuanta mujer se le cruce por 

delante en la prisión". 

"Sin ir más lejos, hace pocas semanas fue noticia en todo el mundo el caso de dos 

americanos homosexuales que, enarbolando la bandera de la diversidad sexual, 

fueron condenados a cien años de prisión por abusar y filmar a sus hijos adoptivos 

durante más de dos años. Quiero ser claro que cuando digo abusos no es un 

eufemismo, porque en sus versiones más extremas la ideología de género constituye 

lisa y llanamente abuso infantil. Son pedófilos, por lo tanto, quiero saber quién avala 

esos comportamientos". 

Aunque no pocos argentinos están de acuerdo en repensar algunos conceptos en los 

que sienten que se ha ido demasiado lejos en los últimos años, que Milei, soltero y sin 

hijos, vinculara a las familias homoparentales a la pedofilia fue la gota que colmó el 

vaso para amplias capas de la población, no solo para la comunidad LGTBIQ+. 

 (…) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Universo Desokupa: la empresa ultra que quiere enseñar a España a defenderse 

de lo que sea 

DIARIO.ES, 6 de enero de 2025     

Alberto Pozas 

La ocupación ilegal de inmuebles se ha convertido en uno de los protagonistas de la 

vida pública española. Un fenómeno criminal cuya presencia constante en los medios 

de comunicación y en el discurso de los políticos no se corresponde con los datos 

reales de los tribunales españoles, pero que la derecha y la extrema derecha utilizan 

para alimentar un discurso concreto: el de la inseguridad y la inoperancia del Estado. 

Desokupa, la empresa de Daniel Esteve, surfea la cresta de todas esas olas con un 

nuevo modelo de negocio, su 'Club Desokupa', con el que convencen a la población 

de que necesitan saber defenderse de ataques con cuchillo y que han extendido, a 

través de convenios, a los cuerpos de seguridad: la Policía Nacional y las Fuerzas 

Armadas. 

El último ejemplo es el acuerdo firmado con la Asociación de Tropa y Marinería 

Española (ATME) que el Ministerio de Defensa ya ha exigido anular. Los cursos, que 

según Esteve arrancarán en Madrid el próximo mes de enero, tendrán un objetivo: 

formar a los soldados que vayan a reinsertarse en la sociedad civil para que puedan 

trabajar en el sector de la seguridad privada. El sector del que proceden una parte 

relevante de los trabajadores de este tipo de empresas de la desocupación de 

inmuebles. 

Tanto la empresa de Esteve como todas las que han surgido a lo largo del último lustro 

buscando su porción del pastel de la 'okupación' han buscado siempre ubicarse del 

lado de las fuerzas de seguridad del Estado. Haciendo equilibrios sobre la fina línea 

que separa sus representaciones pseudopoliciales de las actuaciones que, en el caso 

de empresas como Bastión Desokupación, los jueces han considerado incluso 

delictivas. Y su nueva línea de negocio es ofrecer formación, directamente, a miles de 

policías nacionales y militares. 

El acuerdo con ATME llega cuatro meses después de que Desokupa firmase otro 

convenio con el Sindicato Unificado de Policía (SUP). Formación sindical histórica de 

la Policía Nacional, una de las que más afiliados tiene en este sector de las fuerzas 

de seguridad en España, y que desde el pasado verano ofrece a sus decenas de miles 

de afiliados formarse con Desokupa en materia de “defensa personal”. Los receptores 

de esos cursos son los mismos agentes que, en un momento dado, podrían tener que 

intervenir en algún desalojo relacionado con la empresa. 

(…) 

La estrategia comercial de Desokupa está clara. Difundir que las calles de España no 

son seguras y vender unos cursos de defensa personal para protegerse a uno mismo 

y a los suyos. Una de las múltiples consignas de la extrema derecha española y 

europea que la empresa de Esteve ha difundido en el último lustro y usado a su favor. 

Desde el racismo contra los migrantes hasta el machismo y con objetivos políticos 

concretos. Liderando, por ejemplo, manifestaciones en Barcelona contra Ada Colau o 

en Madrid contra el Gobierno central. 



La supuesta incapacidad del Estado para proteger a su población es un punto 

recurrente en el argumentario de la extrema derecha que Desokupa ha conseguido 

monetizar, como sucedió anteriormente con las ocupaciones ilegales. Allí donde los 

datos judiciales no respaldan la existencia de un fenómeno criminal desatado, la 

alianza entre estas empresas, los medios de comunicación y la derecha política 

española ha conseguido convertir este asunto en una de las armas más potentes del 

debate público español. Confundiendo de forma deliberada la realidad del fenómeno, 

ocultando la actuación judicial y, sobre todo, sin explicar quienes son sus clientes más 

allá de los casos que exhiben en televisión. Los que nadie es capaz de discutir. 

(…) 

Ahora la maquinaria se vuelve a activar con un relato similar: los ciudadanos deben 

formarse para protegerse porque la Policía no es capaz de hacerlo. (…) 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



La marcha contra el veto de Milei terminó con gases, palos y balas de goma 

PAGINA 12, 12 de septiembre de 2024      

Matías Ferrari 

 

De fondo algunos hacían sonar la marcha peronista, otros cantaban que se vayan 

todos, o el himno, o puteaban. Cuando en la calle se supo el resultado de la votación 

(los Diputados ratificaron el veto a la ley de movilidad), la tensa calma que se había 

sentido desde temprano se quebró. El "!hijos de puta!, ¡hijos de puta!" fue unánime y 

la bronca se descargó contra las vallas que cortaban la circulación de Avenida 

Rivadavia. Jubilados y militantes hicieron sonar cacerolas, llaveros y lo que sea que 

se tuviera a mano contra la chapa. El vallado cedió. De golpe, el aire del Congreso se 

llenó de gases y se volvió irrespirable, como en tantas otras marchas –prácticamente 

en todas– este año. La policía avanzó desde Callao. Disparó balas de goma y en 

menos de cinco minutos desalojó a los manifestantes, que replegaron como pudieron 

hacia Corrientes. La cacería, igualmente, siguió durante horas. El Gobierno festejó por 

partida doble: dentro del recinto ratificó el ajuste sobre las jubilaciones (no sin ayuda 

de la casta) y afuera desplegó otra vez el circo del protocolo del “orden”, tal como lo 

había advertido en la previa la Casa Rosada. 

El saldo de la represión fue de más de 50 personas heridas –entre ellas varios 

jubilados, trabajadores de prensa y hasta una niña de 11 años y otro de 9– por los 

químicos de los gases y las postas de goma, de acuerdo al relevamiento que realizó 

la Comisión Provincial por la Memoria (CPM). El reporte de la Federal informó sobre 

dos detenidos, bajo el típico cargo antiprotesta de “resistencia a la autoridad”. 

No conformes con haber desalojado el epicentro de la movilización, las fuerzas 

siguieron su faena con la clásica cacería de manifestantes sueltos. (…) 

En Sáenz Peña y Rivadavia, un policía motorizado atropelló a una jubilada que 

intentaba impedirle el paso, armada sólo con un cartel y envuelta en una bandera. El 

hecho quedó registrado por las cámaras de televisión, que transmitían en vivo la 

violencia policial.   

Dada la magnitud del operativo, estaba claro desde el vamos que había vía libre para 

pegar. Según el informe del Ministerio de Seguridad, se desplegaron casi 900 

efectivos, entre la división antidisturbios de la Federal, Infantería, Prefectura y los 

escuadrones de Gendarmería. Hubo además varios infiltrados, esos efectivos que 

nunca se cuentan pero que siempre están, como sucedió durante la movilización 

contra la ley bases en abril. Esta vez fueron identificados por los propios manifestantes 

y echados de las columnas.  

(…) 

El informe que el ministerio de Bullrich difundió a la prensa también incluyó, 

curiosamente o no, la identificación con nombre y apellido de varios referentes de la 

oposición entre los manifestantes. (…)   

Bullrich eligió, desde sus redes, hacer eje en los gases que recibieron los niños, 

especialmente la menor de 11 años. Lo hizo responsabilizando a la madre y no a los 

efectivos que actúan bajo sus órdenes. "Madre irresponsable y violenta", posteó. "Ya 

les dijimos: llevar a los chicos a las marchas está prohibido", sumó. Fue en respuesta 



a un posteo de Amnistía Internacional que, con algo de sentido común, subrayó que 

"los niños no pueden ser blanco de gases e impactos de balas".  

"Mientras los sátrapas del Congreso nos dan la espalda a los jubilados, las mal 

llamadas fuerzas de seguridad, que son las que deberían defendernos, nos 

reprimieron. Gastan millones de pesos en reprimir y luego no hay plata para nosotros, 

pero tampoco para los comedores populares", le dijo a este diario Rubén, de Jubilados 

Insurgentes. "Saben que no podemos correr, ni tenemos fuerza para vencer a los 

escudos. Nos empujan hasta tirarnos a suelo. Hoy vi cómo reprimían a dos 

compañeras mayores que apenas podían caminar, las empujaron para que suban 

arriba de la vereda. Hay un gozo, un disfrute de la represión", agregó.  

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Sánchez califica de “inaceptable” la exclusión del rey de la toma de posesión de 

Sheinbaum 

EFE, 25 de septiembre de 2024     

                       

Nueva York (EFE).-El jefe del Ejecutivo, Pedro Sánchez, ha calificado hoy de 

“inaceptable” e “inexplicable” la decisión del Gobierno mexicano de no invitar al rey 

Felipe VI a la investidura de la nueva presidenta de ese país, Claudia Sheinbaum. 

En una comparecencia ante los medios en la Representación Permanente de España 

ante la ONU, donde asiste a la Semana de Alto Nivel de Naciones Unidas, Sánchez 

ha explicado que España no puede aceptar esa exclusión y que por eso ha decido no 

enviar a ningún represente diplomático del Gobierno a la toma de posesión el próximo 

1 de octubre. Ha añadido que este asunto, que atribuye a “un interés político”, le 

genera frustración por lo que supone para las relaciones entre dos países hermanos. 

La presidenta electa de México, Claudia Sheinbaum, ha explicado este miércoles que 

no invitó al rey de España porque el monarca no respondió a la carta que el actual 

mandatario, Andrés Manuel López Obrador, le envió en 2019 instándole a pedir 

perdón por la conquista. 

Sheinbaum ha dicho que recibió hace un par de días una llamada de Sánchez sobre 

la que este, en su comparecencia ante los medios, no ha querido hablar. 

El presidente del Gobierno ha lamentado la decisión de excluir al monarca que, ha 

recordado, ha asistido a todos los actos de este tipo primero como príncipe y luego ya 

como rey. 

Preguntado sobre si cree que España debe pedir perdón por su pasado colonial en 

México, como reclama el actual presidente, Andrés Manuel López Obrador, Sánchez 

ha insistido en que ya ha expresado su posición al respecto al jefe de Estado 

mexicano. Ha recordado el papel decisivo que tuvo México en la guerra civil española 

en la acogida del miles de exiliados, incluso poniendo a su disposición barcos en un 

gesto “revolucionario por solidario”. “Me siento más cerca de esos valores y de esos 

principios”, ha subrayado, antes de considerar “una lástima” que “se trate de utilizar la 

figura de nuestro jefe del Estado en una polémica que no obedece al sentir de la 

sociedad española”. 

“Detrás de todo esto lo que hay es una enorme tristeza porque dos pueblos hermanos, 

por el interés político determinado de alguno, no podamos tener las mejores 

relaciones”, ha afirmado. 

Los diputados Gerardo Pisarello (Sumar), Jon Iñarritu (EH Bildu) y Javier Sánchez 

(Podemos) sí asistirán a la ceremonia de investidura de Sheinbaum. 

Pisarello, apuntan a EFE fuentes de los comunes, recibió invitación como secretario 

primero de la Mesa del Congreso. 

Por su parte, fuentes de Podemos confirman que una delegación del partido, en la que 

estará su portavoz parlamentario, Javier Sánchez, también acudirá. 

En un vídeo remitido a los medios, Pisarello ha asegurado que en el Congreso son 

muchos los que creen que el pueblo de México no es “un pueblo de súbditos”, sino 

“una república de mujeres y hombres libres” y que por ese motivo van estar en el país 



el 1 de octubre, para presentar sus “respetos a ese pueblo digno”, al presidente 

saliente y a la nueva presidenta. 

A su juicio, cuando López Obrador instó al rey a pedir disculpas por la conquista, 

Felipe VI “podía haber actuado con respeto, pero optó por la arrogancia”. 

“Optó por la arrogancia y el desdén y está pagando un precio por esa enrome torpeza 

democrática”, afirma en el vídeo, en que considera lógico que “un rey que desdeñó 

sea desairado”. 

“Reconocer el pasado colonial es memoria y reparación entre pueblos. Asistir al 

nombramiento de la primera mujer presidenta de México es imprescindible”, ha 

afirmado en su cuenta de X la diputada de Sumar Tesh Sidi. 

Por la mañana, el portavoz de Sumar en el Congreso, Íñigo Errejón, había reconocido 

que a su grupo parlamentario le habría gustado que hubiera representación de España 

en la toma de posesión de Sheinbaum, aunque respetaba la decisión del Ministerio de 

Asuntos Exteriores de no acudir. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
  



Secretos Oficiales, transparencia o publicidad institucional: este es el Plan de 

Acción por la Democracia del Gobierno 

PÚBLICO, 17 de septiembre de 2024      

Miguel Muñoz 

 

El Consejo de Ministros ha aprobado este martes el esperado Plan de Acción por la 

Democracia. Se trata de un documento de 25 páginas que incluye un listado de 

medidas pactadas de momento entre los partidos del Gobierno de Pedro Sánchez, 

PSOE y Sumar. En él se incluyen los Ministerios a los que les corresponde desarrollar 

cada asunto.  

Son en total 31 medidas que, según ha explicado el ministro de Presidencia y Justicia, 

Félix Bolaños, es una hoja de ruta que el Gobierno va a implementar durante los 

próximos tres años de legislatura. Se busca la "limpieza" de la democracia y reforzar 

la transparencia en los medios de comunicación. El plan va de la mano, ha incidido 

Bolaños, de la Unión Europea (UE).  

Junto a Bolaños ha comparecido también el ministro de Cultura y portavoz de Sumar, 

Ernest Urtasun. "Frente al auge de la extremas derechas son muchas las voces que 

han hablado de la necesidad de defender nuestra democracia, es una primera 

aportación que hace el Gobierno a este debate", ha destacado.  

El documento establece varias líneas a seguir. En primer lugar, "ampliar y mejorar la 

calidad de la información gubernamental".  En este punto se incluye la "aprobación de 

la nueva Estrategia de Gobierno Abierto y remisión a las Cortes Generales del 

Proyecto de Ley de Administración Abierta". El objetivo es ampliar las obligaciones en 

materia de transparencia, reforzar los controles sobre los cargos públicos, en especial 

en materia de conflictos de interés y ampliar la participación ciudadana la colaboración 

de la sociedad civil en los asuntos públicos. 

El apartado incluye un hito concreto que es la celebración en la ciudad de Vitoria-

Gasteiz de la novena Cumbre Global de la Alianza para el Gobierno Abierto en otoño 

de 2025. También concluir la ejecución del IV Plan de Gobierno abierto (2020-2024) 

y la adopción del Acuerdo por el que se aprueba el Sistema de Integridad de la 

Administración General del Estado. El "establecimiento de una obligación legal de 

rendición de cuentas cada seis meses para todas las administraciones" es otra de las 

medidas incluidas. 

Respecto a la lucha contra la corrupción, los objetivos del Gobierno son varios. Por un 

lado, la "aprobación del Real Decreto por el que se desarrolla una estrategia para 

combatir la corrupción contemplada en la Ley 2/2023". Por otro, la "aprobación del 

Real Decreto para la creación de la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante recogida en la Ley 2/2023".  

Este punto del Plan de Acción por la Democracia concluye con otras dos medidas. 

Primero, la "aprobación del Real Decreto de ampliación de la plantilla orgánica del 

Ministerio Fiscal para crear dos nuevas unidades especializadas de la Fiscalía 

General del Estado para avanzar en la lucha contra el fenómeno de la corrupción 

pública y privada". Por último, la reforma de la actual Ley de Secretos Oficiales, vigente 



desde el franquismo y que ha sido una de las peticiones más reiteradas por los aliados 

parlamentarios del Gobierno.  

Urtasun ha sido el encargado de presentar las medidas sobre medios de 

comunicación. En primer lugar se establece la "creación de un registro de medios de 

comunicación en el que se disponga de información pública sobre su propiedad y la 

inversión publicitaria que reciben". Del mismo modo, se persigue el "establecimiento 

de un deber de publicación anual de inversión publicitaria por parte de todas las 

administraciones públicas".  

La reforma de la Ley de Publicidad institucional es otro de los puntos destacados del 

documento. Entre los objetivos se destaca "introducir criterios de transparencia, 

proporcionalidad y no discriminación en su asignación".  La reforma también quiere 

"garantizar que sistemas de medición de la audiencia y la metodología que utilicen 

cumplan los principios de transparencia, imparcialidad, inclusividad, proporcionalidad, 

no discriminación, comparabilidad y verificabilidad".  Asimismo, se establecerán 

medidas de apoyo para aquellos medios de comunicación que estén íntegramente en 

lenguas oficiales diferentes del castellano. 

(…) 

 

 

 

 

 

 

 

 

  



El litio de Bolivia, en la mira de los poderosos por su fácil extracción y bajo costo 

EL CLARIN, 23 de septiembre de 2024      

Daniela Romero 

 

Bolivia asegura que en sus grandes salares se alberga el 30% de las reservas de litio 

del mundo. Esta declaración ha generado interés en varios países como Rusia, China 

e India que ya han tenido acercamientos con el Gobierno andino y ponen sus ojos en 

el mineral boliviano debido a su fácil extracción y bajo costo. 

Rusia tomó la delantera, pues hace dos semanas la empresa Uranium One Group 

firmó un contrato con la estatal Yacimientos de Litio Bolivianos (YLB) para construir 

una planta de extracción directa y carbonatación de litio, que tiene una inversión de 

más de 950 millones de dólares con la que se espera obtener 14.000 toneladas 

anuales del mineral. Dicha planta será construida en el salar de Uyuni -el más grande 

del mundo- que tiene una extensión de más de 10.500 kilómetros cuadrados. 

A eso se suman los acuerdos firmados el año pasado entre el Gobierno boliviano y 

las compañías chinas CATL BRUNP & MOC (CBC) y Citic Guoan para el diseño y 

construcción de plantas de carbonato de litio. 

Además, se suscribió un convenio con la firma india Altimin para desarrollar tecnología 

en la fabricación de baterías de ion de litio. 

Pero no solo esos tres países están interesados en el litio boliviano. Francia, Alemania, 

China y Corea del Sur, entre otros, están atraídos por este recurso estratégico, afirmó 

a EFE Héctor Córdova, el expresidente de la Corporación Minera de Bolivia (Comibol). 

Si bien el litio no es un mineral exclusivo de Bolivia, el hecho de que en el país andino 

se lo encuentre en estado líquido es un punto a favor, aseguró Córdova. 

"El litio que se extrae de las salmueras, como el caso de Bolivia, es más barato y de 

fácil extracción, entonces en el mundo de alguna manera buscan tener una seguridad 

de independencia en cuanto al aprovisionamiento de materiales estratégicos, como el 

litio, entonces tratan de asegurarse la cadena de suministro", explicó el expresidente 

de Comibol. 

En otros países como Argentina, Chile, Perú o Brasil el litio se lo encuentra en estado 

sólido, por lo que "resulta más cara su extracción". Para Córdova, la cantidad de litio 

que hay en Bolivia "es una fuerte ventaja" para cualquier país que quiere moverse en 

los terrenos de la tecnología. 

"Alemania vino con esa intención, ya se había firmado un contrato con una empresa 

alemana, Rusia, China, Corea y Japón están tras lo mismo", enfatizó el especialista. 

A finales de 2023, Bolivia inauguró un complejo industrial de litio con un sistema de 

piscinas de evaporación que, no obstante, actualmente está en la mira por presuntas 

irregularidades en su montaje. 

El Gobierno boliviano lanzó en enero de este año una segunda convocatoria 

internacional para el aprovechamiento de los recursos evaporíticos, litio y otros 

minerales, en siete de sus salares y para captar proyectos mediante la tecnología 

Extracción Directa de Litio (EDL). 



Varios analistas califican la relación entre Bolivia y Rusia como "estrecha", después 

de los acercamientos que han tenidos sus gobernantes Luis Arce y Vladímir Putin en 

el último tiempo. 

El director de la Fundación Milenio, Henry Oporto, manifestó a EFE que tanto Rusia 

como China proyectan su economía en Latinoamérica. "Es muy evidente el interés de 

tomar el control del litio de Bolivia", dijo. "Parecería que Rusia puso sus ojos en Bolivia, 

claramente hay una alianza política con Rusia", agregó. 

(…) 

Por su parte, Andrea Barrientos, senadora opositora por Comunidad Ciudadana (CC) 

dijo a EFE que en el Parlamento están en alerta para conocer si el contrato firmado 

con la firma rusa tiene carácter de exclusividad. "Si es así, nos vamos a oponer y no 

vamos a aprobar el documento", aseguró. 

El contrato firmado con la compañía rusa tiene que ser aprobado por el Órgano 

Legislativo para que comience la construcción de la planta de extracción de litio, sin 

embargo, hasta la fecha no ha llegado a las instancias correspondientes ni tampoco 

se conoce el contenido del documento. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Observadores electorales venezolanos son obligados a exiliarse en Colombia 

TNYT, 10 de septiembre de 2024      

Alex Pena 

 

Un grupo de cinco observadores electorales venezolanos se encontraba escondido 

en una habitación estrecha, apretada y temporal en Cúcuta, Colombia. Entre ellos 

había un panadero, un vendedor, un chef y un ingeniero y, juntos, fueron de los 

primeros exiliados políticos que huyeron a través de la frontera entre Venezuela y 

Colombia en los días posteriores a las elecciones del 28 de julio. 

Todos ellos habían sido perseguidos por su papel como voluntarios de la oposición, 

que se unificó para derrotar al autoritario presidente del país, Nicolás Maduro. 

Originalmente, María Corina Machado había sido la candidata presidencial del partido 

de la oposición, hasta que un alto tribunal venezolano le impidió postularse en enero. 

Entonces dio su respaldo a Edmundo González y lideró un partido unificado que 

comenzó a reclutar observadores electorales que se encargarían de recoger y validar 

los recuentos de votos de miles de centros de votación de todo el país. 

“Centro por centro, centro por votación, recolectamos todas las actas”, dijo uno de los 

coordinadores de los observadores electorales, quien pidió que se le llamara Anthony. 

Tanto él como los demás entrevistados pidieron a The New York Times que no 

revelara sus identidades por su seguridad y la de las familias que dejaron en 

Venezuela. 

A pesar de las contundentes pruebas recogidas y publicadas en internet por 

observadores electorales como Anthony, Maduro fue declarado vencedor de las 

elecciones nacionales. La oposición fue capaz de recoger los resultados del 83 por 

ciento de los centros de votación, y dentro de esos centros, González había ganado 

el 67 por ciento de los votos. 

“Pedimos las actas. Dijeron, ‘¿Qué actas?’”, dijo Anthony, y añadió que los 

trabajadores electorales pro-Maduro intimidaron a los observadores electorales. 

“La única oposición, en ese centro de votación, eran los dos testigos que yo tenía allá, 

y yo. Desgraciadamente, allí no dieron las actas”, dijo, y señaló que el 17 por ciento 

de los votos que faltaban procedían de centros de votación como el que acababa de 

describir. 

 

Tras las protestas y los disturbios civiles que siguieron a las elecciones, el gobierno 

de Maduro y grupos de sus principales fuerzas paramilitares, a menudo denominados 

colectivos, iniciaron una campaña nacional de violencia y amenazas contra la 

oposición y sus partidarios. Maduro anunció la Operación Tun Tun, que comenzó a 

buscar a personas como Anthony para detenerlas y acusarlas de terrorismo, un cargo 

que, según Foro Penal, una organización de derechos humanos de Caracas, puede 

acarrear hasta 30 años de prisión. 

A pesar de haber llegado al lado colombiano de la frontera, los voluntarios electorales 

entrevistados por el Times viven en un estado de ansiedad. 



“Estamos en frontera”, dijo otro coordinador de observadores electorales que pidió que 

le llamaran Jerry. “No es seguro. Estamos a un paso de Venezuela. Y ellos son 

capaces de hacer cualquier cosa”. 

Actualmente están en proceso de pedir protección de asilo político en Colombia, y han 

estado discutiendo cómo podrían llegar a Estados Unidos y pedir asilo allí si Maduro 

se aferra al poder para otro mandato de seis años. 

Según las autoridades venezolanas, González huyó de Venezuela el 7 de septiembre, 

solicitando asilo en España después de que un alto tribunal emitiera una orden de 

detención contra él varios días antes. Estados Unidos, junto con otros muchos países, 

ha seguido presionando al gobierno de Maduro para que publique el acta electoral. 

También han pedido la liberación “inmediata e incondicional” de quienes han sido 

detenidos injustamente. 

Hasta el 9 de septiembre, más de 1600 personas habían sido arrestadas o detenidas 

tras las elecciones de julio, según Foro Penal. De acuerdo a la organización 

venezolana sin fines de lucro Monitor de Víctimas, 23 personas han sido asesinadas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Tensión en Bolivia: Evo Morales abandonó la marcha en contra de Luis Arce 

pero mantiene los reclamos 

INFOBAE, 18 de septiembre de 2024      

 

El ex presidente de Bolivia y líder del oficialismo, Evo Morales (2006-2019), se retiró 

este miércoles de la caminata organizada por sus sectores leales en contra del 

Gobierno de Luis Arce, y justificó que su ausencia es para demostrar que la 

movilización no es para defender su candidatura presidencial para las elecciones de 

2025. “La marcha no es del Evo, es del pueblo. Por lo tanto, (el Gobierno) sataniza, 

penaliza y criminaliza a Evo”, dijo el ex mandatario a medios y agregó que la marcha 

continuará sin él. 

La movilización, que inició este martes, continuó el recorrido desde la localidad de 

Panduro, en el altiplano occidental del país, y tiene previsto recorrer 15 kilómetros 

hasta la población de La Huachaca, y detenerse a unos 131 kilómetros de su destino 

final, la ciudad de La Paz, sede del Ejecutivo boliviano. 

Morales, quien también lidera al partido gobernante Movimiento al Socialismo (MAS), 

dijo que la caminata es para exigir al Gobierno de Arce que mejore su gestión “para 

que no falte combustible, que no falte dólares” en el país y evitar un bloqueo de 

caminos”. 

“La Marcha para Salvar Bolivia continúa avanzando. Esta marcha es del pueblo y no 

de Evo, busca que el gobierno responda a sus demandas por la economía, contra la 

corrupción y por nuestra identidad. Con sudor, dolor y sacrificio, tiene como objetivo 

llegar hasta la ciudad de La Paz para levantar nuestra voz, exigiendo el respeto a los 

pueblos originarios y defendiendo el instrumento político de los pobres de la Patria”, 

reiteró luego en su cuenta de X. 

Para el Gobierno, el objetivo principal de Morales con la movilización es defender su 

candidatura presidencial incluso por sobre la Constitución que él mismo promulgó en 

2009, con un bloqueo de caminos que finalice en un “golpe de Estado” contra Arce. 

 “Si violas la Constitución Política del Estado, estás violando el sistema legal y la 

institucionalidad democrática, lo cual constituye un delito que está penado por la ley. 

Y ante la ley, todos somos iguales”, escribió el vicepresidente del país, David 

Choquehuanca, en la red social X aludiendo a Morales. 

 

El ministro acusó a Morales de decir que si Arce o Choquehuanca “abandonan al 

pueblo” el presidente del Senado, Andrónico Rodríguez, quien es afín al ex presidente, 

puede asumir el mando del país. 

Del Castillo informó que todos los detalles sobre la movilización que calificó de “la 

marcha de la muerte” pasarán a una carpeta y se iniciarán “los procesos 

correspondientes” de investigación. 

El ex presidente de Bolivia Jorge ‘Tuto’ Quiroga (2001-2002) declaró que la intención 

de Morales es “decapitar al binomio que él encumbro”, refiriéndose a Arce y 

Choquehuanca, por lo que busca “cambiar de títere” y que el presidente del Senado 

asuma la Presidencia del Ejecutivo. 



Morales y Arce están distanciados desde finales de 2021 por diferencias en la gestión 

del Estado que se profundizaron ante la necesidad de renovar la dirección nacional 

del MAS, algo en lo que las facciones leales a ambos no han podido ponerse de 

acuerdo. 

Los partidarios de Morales ya lo han proclamado varias veces como “candidato único” 

para los comicios de 2025, mientras que el bloque leal a Arce insiste en renovar la 

dirección del MAS. 

La candidatura de Morales es un motivo de polémica interna en el oficialismo, pues 

desde el Gobierno se ha insistido en que el expresidente ya no se puede volver a 

postular, mientras que sus sectores afines defienden que sí puede. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 


